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Abstract  

La participación política de la población migrante es una temática poco profundizada, 

la cual suele limitarse al derecho a sufragar. Ahora bien, los derechos políticos de migrantes 

entran en tensión con el acceso a la ciudadanía y los requisitos que cada Estado exige para 

este grupo en concreto, lo que puede generar exclusión al no considerar a ciertos migrantes 

como sujetos políticos al dejarlos fuera del goce de estos derechos. Según lo mencionado, la 

no inclusión de un sector de la población en temas políticos, culturales y sociales genera una 

desigualdad entre los residentes de un mismo Estado, incidiendo directamente en la 

democracia y demostrando de esta forma la importancia del presente trabajo en cuanto a la 

migración como factor principal dentro de las democracias en el mundo. En este sentido, la 

hipótesis a investigar en este trabajo es que una nueva ciudadanía vinculada a la residencia 

definitiva y no a la nacionalidad permite un ejercicio más efectivo de los derechos políticos 

y la participación política de la población migrante. 

Para llevar a cabo esta investigación, se realizó una metodología integral basada en 

técnicas cualitativas y cuantitativas a través del análisis estadístico descriptivo, analizando 

los derechos políticos-electorales de los residentes no ciudadanos a lo largo del mundo, así 

como también el tiempo de residencia y el carácter del proceso de otorgamiento de la 

ciudadanía. En este sentido, se logró visualizar que una ciudadanía basada en la residencia y 

no en la nacionalidad permitiría una mayor participación política y acceso a los derechos 

políticos en la población migrante, así como también la existencia de problemas en cuanto a 

la capacidad efectiva de acceder actualmente a la ciudadanía y a la residencia definitiva a 

nivel mundial. 
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1. Introducción 

En el año 2020, la ONU ha reportado que 281 millones de habitantes en el mundo son 

migrantes internacionales (Organización Internacional para las Migraciones, 2022), número 

que va en aumento de forma constante y lo que al mismo tiempo genera nuevos desafíos, 

tanto para las políticas migratorias nacionales e internacionales como para la propia 

población migrante. En este sentido, uno de los principales problemas en esta temática son 

las múltiples barreras que dificultan la participación política, las cuales no permiten que 

inmigrantes logren ser partícipes de procesos políticos o incluso sean marginados de los 

mismos (Bloemraad, Korteweg & Yurdakul, 2017) y que incluso, la capacidad de 

participación se vea anulada. Al mismo tiempo, si bien los Estados son responsables de 

solucionar esta problemática, cada Estado posee distintos parámetros en cuanto al acceso de 

migrantes a derechos políticos a través de la ciudadanía, lo que genera dificultades en cuanto 

a la plena participación política de este grupo que ha sido históricamente excluido, lo que 

abre el debate sobre el acceso a la ciudadanía para los individuos extranjeros. 

Por otro lado, el análisis del caso chileno es un foco importante de estudio, ya que el alto 

flujo migratorio de los últimos años en conjunto con la Nueva Ley de Migraciones 

promulgada el año 2021 permite analizar de forma reciente las dinámicas políticas en cuanto 

a la participación política migrante. Al mismo tiempo, en el plebiscito del año 2020 votó un 

20,91% del padrón electoral extranjero en Chile, mientras que el padrón nacional llegó a un 

51,55% de participación (Servicio Jesuita Migrante, 2021), lo que abre la interrogativa en 

cuanto a cuáles son los factores que inciden en esta diferencia, permitiendo al mismo tiempo 

que este análisis pueda realizarse a nivel internacional con otros Estados. 

Bajo lo anteriormente mencionado, este trabajo tendrá como objetivo responder a la 

pregunta ¿Cómo una nueva ciudadanía puede promover de forma más efectiva la 

participación política de la población migrante en Chile? Estableciendo como hipótesis que 

una nueva ciudadanía vinculada a la residencia definitiva y no a la nacionalidad permite un 
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ejercicio más efectivo de los derechos políticos y la participación política de la población 

migrante. Para la realización del estudio en cuestión, se utilizarán métodos cualitativos, 

abordando un análisis bibliográfico exhaustivo de literatura sobre ciudadanía y participación 

política de la población migrante bajo el punto de vista conceptual, introduciendo así los 

conceptos de ciudadanía, participación política y derechos políticos, así como también un 

análisis descriptivo de los procesos de acceso a la ciudadanía y residencia definitiva en ciertos 

países. Al mismo tiempo se utilizarán métodos cuantitativos, haciendo un análisis estadístico-

descriptivo con el fin de analizar los derechos políticos de residentes no ciudadanos a lo largo 

del mundo, así como también una visualización amplia de los requisitos de tiempo de 

residencia para el acceso a la ciudadanía y cómo funcionan los procesos del mismo a nivel 

mundial. 

Por otro lado, la investigación propuesta es tremendamente relevante para la ciencia 

política, ya que esta investigación propone repensar el concepto de ciudadanía bajo la 

desvinculación del mismo con la nacionalidad, enfocándose hacia una perspectiva de 

residencia en el Estado, lo cuál podría disminuir la brecha de exclusión en los derechos 

políticos de migrantes, y al mismo tiempo, promover su participación política. 

 

2. Marco teórico 

En primer lugar, es importante esclarecer el concepto de participación política dentro de 

la esfera académica, lo cual permite demarcar los lineamientos de cara a la investigación, así 

como también para realizar una relación conceptual con la población migrante y cómo esta 

misma se relaciona en torno a la participación política. En este sentido la participación 

política es uno de los puntos esenciales, así como también uno de los cimientos de cualquier 

tipo de sistema que se considere democrático. Bajo lo expuesto, la participación política se 

puede definir a grandes rasgos “(…) como toda actividad de los ciudadanos que está dirigida 

a intervenir en la designación de los gobernantes y/o a influir en los mismos con respecto a 

una política estatal” (Mateos, 2010). 

Ahora, si bien esta definición demarca en líneas generales el propio concepto de 

participación política, existe una gran cantidad de visiones dentro de la academia con 
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respecto a qué elementos políticos y sociales inciden y son parte de la práctica de la 

participación política dentro de una sociedad, variando desde la práctica del derecho a voto, 

movilizaciones sociales y colectivas a modelos divergentes y más singulares (Uriarte, 2002). 

Según lo anterior, estos tipos de participación política pueden variar en su forma como 

también en su fondo, por lo que es necesario al mismo tiempo delimitar las conductas que 

caben dentro de la concepción de la definición del concepto (Sabucedo, 1996). 

En primera instancia, es fundamental tener en consideración que la participación política 

va de la mano en estricto rigor por la acción política, ya que sin esta última la participación 

no se puede demostrar o desarrollar. En este sentido, Milbrath (1965) hace una distinción 

entre las acciones políticas y no políticas, permitiendo establecer la participación política 

como “el comportamiento que afecta o busca afectar las decisiones del gobierno” (Milbrath, 

1965, p.1), por lo que el autor interpreta la participación política como un medio por el cual 

se logra generar una influencia en el gobierno de turno. Al mismo tiempo, Milbrath menciona 

que la participación suele ser acumulativa en los individuos, donde una persona que participa 

políticamente suele hacerlo de forma progresiva a través de diferentes acciones, sean estas 

vinculantes o no vinculantes donde, sin embargo, las acciones violentas o revolucionarias no 

entrarían dentro de esta definición (Delfino, 2010). 

Por otro lado, Milbrath en conjunto con Goel (1977) expanden la conceptualización de 

participación política, abriendo la definición al establecer que la acción de participar posee 

el objetivo de conseguir algún fin, con la condición de que este propio fin tenga objetivos 

políticos (Goel & Milbrath, 1977), lo cual permite una apertura a acciones no vinculantes 

que afectan e inciden en la política. 

Prosiguiendo, al repensar la participación política como un fin, también es posible 

considerar las acciones violentas o de desobediencia civil dentro del espectro de participación 

activa. En este sentido, Kaase y Marsh (1979) definen la participación política como “(...) 

todas las acciones voluntarias realizadas por los ciudadanos con el objetivo de influenciar 

tanto de forma directa como indirecta las opciones políticas en distintos niveles del sistema 

político” (Kaase & Marsh en Delfino, 2010, p.4). Por lo tanto, esta definición considera las 

acciones violentas cuando estas buscan influenciar en algún nivel del sistema político, lo cual 

abre la definición hacia un espectro de acción más amplio. 
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Ahora bien, Uhlaner (1986) desarrolla una definición que limita esta apertura. En este 

sentido, el autor remarca la importancia de que, si bien la participación política debe tener 

objetivos y un fin político para su desarrollo, esta debe tener la particularidad de que debe 

ser intencional, por lo que bajo este foco la participación política es utilizada como un 

instrumento (Uhlaner, 1986). Bajo este punto, esta intencionalidad debe estar dirigida hacia 

los organismos o representantes políticos, así como también a decisiones de políticas 

públicas, por lo que excluye acciones más individuales, como lo pueden ser informarse sobre 

política, pagar impuestos, etc (Uhlaner, 1986). 

Bajo lo analizado, es posible visualizar la dificultad de definir conceptualmente la 

participación política, ya que existe una delgada línea cuando se exponen las características 

de las acciones que suponen o no una forma de participación política en cada individuo. Bajo 

lo anteriormente expuesto, Conge (1988) propone una definición que permite delimitar la 

participación política, definiéndose bajo dos requisitos: la generalidad y la precisión (Conge, 

1988). En este sentido, aunque intuitivamente estos dos conceptos parecen intrínsecamente 

opuestos, el autor basa la participación política en que, en primer lugar, la definición sea 

“(…) lo suficientemente amplia como para abarcar una gama de acciones en diversos 

contextos” (Conge en Delfino, 2010, p.4) y segundo que para la definición correcta “(…) 

algunas acciones deben ser excluidas a fin de alcanzar un buen poder explicativo” (Conge en 

Delfino, 2010, p.4). 

Continuando, Conge describe ciertas características que abren y generan límites para la 

definición, estableciéndose como “la acción individual o colectiva a nivel nacional o local 

que apoya o se opone a las estructuras, autoridades y/o decisiones relacionadas con la 

distribución o asignación de los bienes públicos” (Conge, 1988, p.247). Al mismo tiempo, 

esta conceptualización marca una diferencia entre la participación ciudadana y la política, ya 

que la primera se asocia con lo social, mientras que esta última va en directa relación a la 

influencia en el ámbito político. 

En síntesis, para el efecto de este trabajo, se definirá la participación política como la 

acción voluntaria individual o colectiva a nivel transnacional, nacional o local que apoya o 

se opone a las estructuras, autoridades y/o decisiones públicas, las cuales pueden ser 

ejecutadas a través de métodos convencionales o no convencionales. 
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Ahora, al especificar el concepto de participación política en la población migrante y su 

medición, es importante considerar que para que esta sea efectiva el Estado debe tomar un 

rol protagónico, considerando tanto al Estado de residencia del migrante como su Estado de 

origen (Martiniello, 1998). En este sentido, para clarificar de mejor forma los indicadores 

convencionales y no convencionales de la participación política, Martiniello (1998) describió 

ciertos indicadores que permiten identificar la participación política en la población migrante. 

En primer lugar, en la participación política migrante convencional se encuentran: 

a) Derecho a voto, lo cual se traduce en participación electoral 

b) Representación de inmigrantes y sus descendientes en las listas electorales o cargos 

públicos de elección popular 

c) Índice de afiliación a partidos políticos y la actividad dentro de los mismos 

d) Formación de partidos políticos basados en agendas étnicas 

e) Instituciones consultivas con enfoque migrante y étnico 

Por otro lado, los indicadores descritos por Martiniello (1998) de participación política 

no convencionales son las siguientes: 

a) Presencia de migrantes en sindicatos de forma activa, ya sea como miembro o como 

activista 

b) Participación en actores colectivos como asociaciones o clubes, según criterios 

étnicos, raciales, religiosos o culturales 

c) Presencia en grupos de presión y movimientos que defienden ciertos intereses, ya 

sean comités vecinales, movimientos humanitarios o ecologistas, etc. 

Bajo los indicadores antes expuestos, es posible evaluar de una forma más clara la 

participación política migrante, así como también definir a lo que nos referimos con 

participación política convencional o no convencional, comparando de esta forma la 

participación migrante con la no migrante. 

Ahora, para relacionar de forma correcta la participación política con los individuos, es 

crucial también comprender de forma correcta cómo los derechos son adquiridos por los 

ciudadanos de una sociedad, por lo que el concepto de ciudadanía se vuelve crucial. Según 

lo mencionado, la teoría de la ciudadanía de Marshall (1950) expuesto en su libro Ciudadanía 
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y Clase Social permite comprender cómo los derechos se desarrollan a través del tiempo y 

del contexto social y cultural de cada sociedad y Estado. En este sentido, Marshall defiende 

que la ciudadanía se concibe como un proceso histórico, donde estos derechos que vienen 

inherentemente en conjunto con la ciudadanía se van adquiriendo a los distintos individuos 

(Marshall, 1950). 

En consecuencia, Marshall describe la existencia de tres tipos de derechos que conforman 

la ciudadanía: los derechos civiles, los derechos políticos y los derechos sociales. En primera 

instancia, los derechos civiles son aquellos que se relacionan con la protección de las 

libertades individuales, así como también la protección legal del individuo. Los derechos 

políticos se refieren a la garantía de la participación política de los ciudadanos y finalmente, 

los derechos sociales, los cuales establecen la garantía del acceso a los servicios y bienes 

públicos cruciales para vivir de forma digna (Marshall, 1950). 

Ahora bien, para comprender el ejercicio de la ciudadanía y sus características, es crucial 

entender qué es ciudadanía. Según esto, una de las conceptualizaciones más amplias es la 

que define a la ciudadanía como “un conjunto de derechos y obligaciones que relacionan al 

Estado y al individuo en una unidad política delimitada territorialmente” (Guirandon, 1998, 

p.202), lo cual supone la existencia de un Estado de derecho, y por ende, una responsabilidad 

existente por parte del Estado de cumplir y generar un piso en el cual esta ciudadanía pueda 

ser ejercida, y al mismo tiempo, el individuo debe cumplir con los deberes estipulados para 

verse beneficiado por los derechos anteriormente señalados. 

Por otro lado, Marshall describe que la ciudadanía permite generar un estatus de igualdad 

a los miembros de una determinada sociedad, donde la adherencia a esta sociedad torna al 

individuo como un ciudadano (Marshall en Amescua, 2007), donde al mismo tiempo, es el 

Estado quien se encarga de determinar las bases por las cuales alguien se vuelve un 

ciudadano. Según lo mencionado, es plausible argumentar que es el propio Estado el que 

determina quién es un sujeto de derecho, por lo que el no reconocimiento del Estado hacia 

un individuo como ciudadano determina también que este no tendrá el goce de estos derechos 

y deberes. 

Al mismo tiempo, al relacionar el concepto de ciudadanía con el concepto de migración, 

es crucial comprender que no necesariamente existe una identificación del individuo con el 
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Estado para que exista ciudadanía, por lo que la ciudadanía se puede definir como “el 

conjunto de derechos y deberes ejercidos por el individuo en determinado Estado, que no 

necesariamente conlleva una identificación con la comunidad nacional” (Aláez Corraz en 

Silva, 2022). Esta definición es crucial, ya que la no identificación nacional no supone una 

contrariedad con la capacidad de ser ciudadano, por lo que también abre la idea de que existe 

una diferenciación cultural entre ciudadanos migrantes y ciudadanos nacionales, lo cual 

puede generar una diferencia en cuanto a la participación política de estos dos tipos de 

ciudadanía. 

Continuando con lo anterior, al analizar lo antes descrito bajo la problemática migratoria, 

es posible visualizar que existe un problema en cuanto a la asignación de la categoría de 

ciudadano cuando se trata de un individuo extranjero, ya que en cada Estado existen distintos 

parámetros que determinan quién es o no es ciudadano, lo que genera que existan personas 

que no se ven protegidas con estos derechos y deberes bajo diferentes factores. Sin embargo, 

la cuestión es que existen migrantes que a pesar de decidir establecer su residencia en otro 

Estado y hacer su vida allí, estos pueden no ser amparados por los derechos de ciudadanía. 

Ahora, si bien estos individuos poseen ciudadanía en su país de origen, la distancia también 

genera que no la puedan ejercer en su totalidad, por lo que estos migrantes “están sin estar” 

(Amescua, 2007, p. 340). 

Por otro lado, una de las teorías que habla sobre diferencias entre grupos sociales es la 

desarrollada por Max Weber en su obra Economía y Sociedad (1922), en el cual se desarrolla 

la idea de la estratificación de clases, y en específico, la segmentación por grupos de estatus. 

En este sentido, la sociedad percibe la importancia de los individuos según características 

como el prestigio, la raza, la posición social e incluso la etnia, lo cual genera una 

diferenciación segmentada entre ciertos grupos. Según lo mencionado, esta teoría se puede 

llevar hacia el ámbito migratorio, en donde la sociedad e incluso el Estado estratifica a los 

grupos migrantes, generando diferencias vinculantes y no vinculantes que afectan la igualdad 

y el acceso a derechos a ciertos grupos migratorios. 

Bajo lo mencionado, es posible dilucidar uno de los problemas en cuanto a los derechos 

políticos de los migrantes, ya que estos acaban por volverse no-ciudadanos, ya que se genera 

una paradoja en cuanto a que, si bien poseen la ciudadanía de su país de origen, esta no puede 
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ser ejercida en el país que residen actualmente, por lo que el ejercicio de su participación 

política se ve mermada bajo los dos puntos. Al mismo tiempo, la teoría descrita deja en claro 

que cada migrante debe tener la posibilidad de acceder a sus derechos políticos, por lo que 

una disonancia en este punto afecta en la participación política de ciertos grupos migrantes 

que no son protegidos por su calidad de no-ciudadanos.  

Para comprender la importancia de la participación política en una sociedad es crucial 

entender que este concepto es un elemento dentro de una sociedad democrática. Para 

establecer los cimientos de esto, una de las obras clásicas más importantes dentro de la 

ciencia política es La Poliarquía de Robert Dahl (1989), en la cual describe y establece 

ciertas características necesarias para que una sociedad sea denominada como democracia. 

En este sentido, la primera característica entregada por Dahl es la existencia de participación 

efectiva, la cual se describe como la importancia de que cada ciudadano pueda tener una 

participación activa con el fin de afectar en las decisiones políticas (Dahl, 1989), lo que, en 

otras palabras, es posible identificar como participación política. 

Bajo lo señalado, Dahl no solo señala las características que debe tener una sociedad para 

ser democrático o en su defecto poliárquico, sino que también describe el rol del Estado en 

la promoción de estas características. Según este punto, es posible analizar este argumento 

bajo dos aristas. En primer lugar, el Estado tiene el deber de garantizar la promoción de la 

participación política, a través de la entrega de herramientas por parte del Estado a cada 

individuo, así como también los recursos preponderantes para que cada ciudadano tenga la 

oportunidad de ejercer sus derechos políticos y civiles de forma efectiva. 

En segundo lugar, el Estado no solo tiene la responsabilidad de actuar en la promoción 

de dichos derechos políticos, sino también de eliminar cualquier tipo de barrera que impida 

que estos derechos puedan desarrollarse de forma efectiva. Por lo tanto, existe una dualidad 

en cuanto al rol del Estado, donde bajo la teoría política, sería un rol tanto positivo como 

negativo, donde el primero es la promoción de los derechos mencionados y el segundo la 

eliminación de barreras que dificulten el proceso de participación política para cualquier 

ciudadano que se encuentre bajo el territorio del Estado, por lo que, al mismo tiempo, el 

cumplimiento de estas dos características afecta en el pleno desarrollo y existencia de una 

sociedad democrática. 
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Ahora, para comprender la importancia de la participación política en la población 

migrante y que los Estados aseguren tal participación, es crucial valorar la importancia 

normativa de los derechos políticos en migrantes. Según lo anterior, la Declaración Universal 

de Derechos Humanos establece que tanto los derechos civiles, así como también los 

políticos, deben asegurar para todas las personas sin excepción, siendo estas inalienables en 

cada individuo. Al mismo tiempo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

(PIDCP) consagra estos derechos y los definen como aquellos derechos que protegen la 

libertad de los individuos y aseguran la capacidad de que estos participen en la vida política 

tanto de la sociedad como del Estado, libre de cualquier discriminación (PIDCP, 1966). 

Por otro lado, al centrarse en los derechos políticos migrantes, los Principios 

Interamericanos sobre los Derechos Humanos de todas las Personas Migrantes, Refugiadas, 

Apátridas y Víctimas de la Trata de Personas especifica el derecho de todo migrante a 

desarrollar sus derechos políticos tanto en su país de origen como también en el país de 

acogida, siendo los Estados aquellos encargados de promover la creación de instancias y 

acuerdos entre Estados, con el fin de ejercer de manera efectiva el goce de estos derechos 

(OAS, 2019). 

Ahora bien, los derechos políticos poseen una característica importante, ya que algunos 

de estos derechos se limitan a quienes poseen ciudadanía, como lo son el ejercicio y el 

derecho a participar en asuntos públicos, elegir y ser elegido en elecciones y ejercer funciones 

públicas (PIDCP, Art.25, 1966). Esta característica es crucial, ya que son los Estados los 

encargados de delimitar quiénes y bajo qué parámetros se accede a dicha ciudadanía, lo cual 

genera disparidades en el acceso a derechos políticos entre los Estados, no existiendo un 

consenso general. 

Asimismo, desde la vereda de la teoría política existe poca discusión en cuanto a la 

separación del concepto de ciudadanía tradicional con la nacionalidad, sin embargo, el 

concepto de ciudadanía múltiple busca modificar esta idea. En este sentido, en Ciudadanía 

Múltiple y Migración: Perspectivas Latinoamericanas, se analiza que históricamente la idea 

de una ciudadanía o nacionalidad múltiple ha sido visto como contrario al concepto 

tradicional de lo que es un Estado-Nación soberano, lo que ha generado que, al contrario de 



11 
 

ser promovida, sea incluso prohibida y vista como algo negativo en la mayoría de los países, 

lo que lo ha hecho un concepto bastante debatido (Mateos, 2015). 

Dicho lo mencionado, el concepto de ciudadanía múltiple visualiza al individuo como 

sujeto de derecho independiente de la nacionalidad. En este sentido, el término múltiple 

establece a la ciudadanía como un concepto que no es excluyente ni tampoco exclusivo, por 

lo que establece que el individuo puede ser sin ningún problema poseedor de más de una 

ciudadanía. Lo anterior, establece que la ciudadanía no tiene como centro al Estado-Nación, 

sino al individuo como el sujeto de derecho antes planteado, lo que al mismo tiempo permite 

que estos derechos y obligaciones puedan ser ejercidos en dos o más espacios geopolíticos 

diferentes (Mateos, 2015). En este sentido, este concepto permite visualizar que los procesos 

de identidad no solo deben estar remitidas al sentido de pertenencia que dirime la 

nacionalidad, sino más bien, permite que la ciudadanía pueda ser vista como un concepto que 

protege y reconoce al individuo por parte del Estado, y por lo demás, no obliga al individuo 

a tener una pertenencia que no posee, sino que puede ejercer sus derechos ciudadanos a pesar 

de no tener una identificación con el territorio nacional. 

Según lo anteriormente mencionado, si la posibilidad de ejercer los derechos políticos se 

ve afectada por la determinación de cada Estado a quién se considera o no ciudadano, se 

desarrollan divisiones dentro de la sociedad, existiendo individuos que poseen más derechos 

que otros dentro del mismo orden estatal (Finn, 2020). En este sentido, los derechos políticos 

se limitan para los extranjeros al considerarse aspectos específicos para el ciudadano de un 

Estado, donde al mismo tiempo, esta ciudadanía se vincula con la nacionalidad (Beca, 2019). 

Bajo lo anterior, la vinculación de la ciudadanía en función de la nacionalidad crea 

diferencias entre extranjeros y nacionales en cuanto al goce de derechos políticos. La 

nacionalidad, al ser un vínculo jurídico del individuo con el Estado en función de un vínculo 

ius soli, ius sanguinis o por medio de la naturalización a través de requerimientos establecidos 

por el propio Estado genera una exclusión hacia los extranjeros cuando son estas 

características las que determinan la ciudadanía y, por ende, quién puede gozar de los 

derechos a los cuales esta condición se atribuye. 

3. Metodología 
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Para la realización del estudio en cuestión, se utilizaron métodos cuantitativos y 

cualitativos. En este sentido, en primer lugar se realizó un análisis estadístico-descriptivo, 

con el fin de analizar los derechos políticos de residentes no ciudadanos a lo largo del mundo, 

utilizando la base de Condiciones para Derechos Electorales (GLOBALCIT, 2022) y también 

se analizaron los Modos de Adquisición de Ciudadanía a través de otra base de datos a nivel 

mundial (GLOBALCIT, 2023). Por lo tanto, los puntos estudiados fueron los siguientes: 

a) Posibilidad de voto para residentes no ciudadanos 

b) Posibilidad de candidatura para residentes no ciudadanos 

c) Tiempo necesario de residencia para acceder/solicitar la ciudadanía 

d) Funcionamiento del proceso para acceder/solicitar la ciudadanía 

Bajo el análisis de lo anterior, será posible visualizar los actuales derechos políticos-

electorales que poseen los migrantes alrededor del mundo y la incidencia de la residencia en 

estos campos, así como también cómo estos procesos funcionan en la práctica. Al mismo 

tiempo, se compararon a los países de la Unión Europea con aquellos que no pertenecen a la 

misma, con el fin de identificar cómo la ciudadanía regional de la Unión Europea incide en 

los derechos políticos y ciudadanos de los migrantes, como también para analizar la 

existencia de diferencias entre estos dos grupos que permiten enriquecer la investigación. 

Por otro lado, también se realizó un análisis cualitativo descriptivo del caso chileno, 

analizando tanto los derechos políticos y electorales de residentes no ciudadanos, los 

requisitos y métodos para acceder a la ciudadanía siendo migrante residente en Chile sin 

vínculo con chileno o chilena y se realizó un análisis en cuanto al funcionamiento burocrático 

de los procesos de otorgamiento de ciudadanía y residencia definitiva, lo cual permite 

visualizar que tan abierta es la ciudadanía y las legislatura chilena en cuanto a la población 

migrante. Finalmente, los resultados provenientes del análisis cualitativo y cuantitativo que 

se realizaron permitirá establecer si una ciudadanía enfocada en la residencia definitiva y más 

desvinculada de la nacionalidad implicaría beneficios al desarrollo y ejercicio de la 

participación política migrante. 

 

4. Análisis 
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Para comprender de forma completa el panorama mundial del acceso a los derechos 

políticos y electorales de la población migrante, debemos analizar en primera instancia cómo 

se evidencia tanto en la legislación como en la práctica el desarrollo de estos derechos. Bajo 

lo mencionado, este análisis se desarrollará a través de los indicadores de voto y candidatura 

de elecciones tanto locales como también de elecciones nacionales alrededor de los países a 

escala mundial, identificando de forma específica el funcionamiento de estos derechos entre 

naciones pertenecientes a la Unión Europea como aquellas que se encuentran fuera de la 

misma. 

 

Figura 1.1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En el caso de la posibilidad de residentes no ciudadanos al voto, existe un 55% de 

procesos eleccionarios en los que los residentes no ciudadanos no pueden votar bajo ninguna 
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vía, mientras que el 9% permite el voto. Al mismo tiempo, un 36% de las elecciones 

restringen esta posibilidad a un cierto grupo de migrantes con ciertas características. En 

complementación, al solo considerar a los países de la UE, un 55% de las elecciones no 

permiten que los residentes no ciudadanos voten, mientras que un 19% si lo permite. Al 

mismo tiempo, un 26% permite el voto a ciertos migrantes con ciertas características, los 

cuales en general se remiten a los individuos de otros países miembros de la Unión Europea. 

Por otro lado, al considerar solo a los países que no son de la UE, el 55% no permiten que 

los residentes no ciudadanos voten, mientras que ninguno lo permite de forma global. Por 

otro lado, un 45% permite el voto con ciertas características, las cuales en general son el tipo 

de elección o variables bastante específicas estipuladas por ciertos Estados. 

  Asimismo, es posible percibir una diferencia entre los países de la Unión Europea y 

los que no pertenecen a ella. En este sentido, los países de la Unión Europea tienden en mayor 

medida a generar mayores opciones para que los residentes no ciudadanos puedan votar en 

distintos tipos de elecciones, en especial en las municipales o locales. Ahora bien, en la 

variable “depende”, la posibilidad de votar en general radica en la pertenencia del individuo 

a la Unión Europea sin ser nacional del país en el que reside, por lo que esta opción se limita 

bajo el marco de la ciudadanía regional, pero genera una mayor amplitud en la normativa. 

Por otro lado, en el caso de los países fuera de la Unión Europea, la variable “depende” en 

general se define por excepciones en cuanto a la reciprocidad de los Estados, como por 

ejemplo el caso de Brasil, donde los ciudadanos portugueses con 3 años de residencia pueden 

votar en elecciones regionales, o Bolivia, donde los no ciudadanos residentes de países que 

permitan que bolivianos puedan votar en aquellos Estados pueden votar en Bolivia. En ese 

sentido, la variable “depende” en los países fuera de la Unión Europea es mucho más 

específica y acotada, mientras que en la Unión Europea es mucho más amplia. 

Ahora, con respecto a la aceptación en ciertos Estados de que no ciudadanos 

residentes puedan ejercer el voto, esto solo ocurre en países de la Unión Europea, sin 

embargo, al igual que en la variable “Depende” esto solo ocurre en elecciones locales, como 

las elecciones de alcalde o elecciones legislativas regionales. Al mismo tiempo, cabe destacar 

que los miembros de la Unión Europea también poseen un acceso más fácil en comparación 

a los residentes no ciudadanos de países fuera de la Unión. Por ejemplo, en Hungría para las 
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elecciones de alcalde los residentes no ciudadanos de países fuera de la Unión deben tener 

un permiso que acredite un mínimo de 5 años de residencia, mientras que los miembros de 

la Unión no necesitan de este permiso. Bajo la misma línea, si bien es posible notar ciertas 

diferencias fundamentales entre los países perteneciente a la Unión y los que no pertenecen 

a esta, es crucial visualizar si estas diferencias se mantienen con respecto a la posibilidad de 

candidatura, siendo esta considerada un paso más allá en comparación al derecho a voto. 

 

Figura 1.2 
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En este sentido, como muestra el gráfico en torno a la posibilidad de candidatura, en 

un 74% de las elecciones a nivel mundial no es posible que residentes no ciudadanos se 

postulen como candidatos, en un 6% es posible y en un 20% depende de ciertas 

características, las cuales en general tienen que ver con la ciudadanía de la UE. Dentro de los 

países de la UE, en un 14% de elecciones es posible que los residentes no ciudadanos se 

postulen a algún cargo a través de elecciones, mientras que en un 57% de las elecciones no 

es posible. Por otro lado, en un 29% depende de ciertas características. En el contexto de 

países fuera de la UE, en un 87% de las elecciones no es posible ser candidato si se es 

residente no ciudadano, mientras que en un 13% de las elecciones depende de ciertas 

características. Ahora bien, en un 0% de las elecciones es posible que residentes no 

ciudadanos se postulen, haciendo notar una gran diferencia en este sentido con los países de 

la UE. 

Al mismo tiempo, se evidencia una clara diferencia entre la posibilidad de voto y la 

posibilidad de candidatura, donde esta última es mucho más exclusiva y acotada a nivel 

mundial. Al mismo tiempo, es posible notar que, a diferencia de la posibilidad de voto, en 

los países fuera de la Unión Europea la posibilidad de ser candidato es anulado en una gran 

proporción, mientras que, en los países de la Unión Europea, si bien es un poco más 

restrictivo que en la posibilidad de voto, es también más abierto a la posibilidad de 

candidatura en comparativa dentro de este indicador. En el caso de los países fuera de la 

Unión Europea, cabe destacar el caso de Perú, el cual permite a residentes no ciudadanos ser 

candidato en elecciones a Alcalde y Legislativo Local para aquellos individuos que tengan 

dos años de residencia previa a las elecciones y que estén en el Registro de Extranjeros en el 

Perú para Elecciones Municipales. 

Por otro lado, cabe destacar que, en la posibilidad de candidatura, al igual que en la 

posibilidad de voto, en los países pertenecientes a la Unión Europea existen mayores 

facilidades para los ciudadanos de otros países de la Unión que para los de fuera en la variable 

“sí”, la cual en general se traduce en la necesidad de un tiempo de residencia importante para 

los residentes no ciudadanos que no pertenecen a la Unión. Al mismo tiempo, el principio de 

reciprocidad que se aplica en la posibilidad de voto de países como Brasil o Bolivia no se 

aplica en candidatura, lo que reafirma el carácter más estricto en estos términos. 
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Ahora, al desglosar los anteriores puntos, si bien es posible visualizar que dentro de los 

países de la Unión Europea son más abiertos a la participación electoral de residentes no 

ciudadanos, a nivel mundial existe una clara inclinación hacia la restricción de este derecho, 

en especial en términos de postulación a cargos. Bajo lo anterior, es preponderante entonces 

analizar el real acceso que los residentes no ciudadanos poseen a la hora de postular a la 

ciudadanía en relación a su residencia, ya que de esta sería la única forma de acceder de 

forma íntegra. 

 

Figura 1.3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En este sentido, al analizar el tiempo de residencia necesario para que residentes no 

ciudadanos puedan solicitar su ciudadanía, de 191 países en el 40% de los países se necesita 

entre 6 a 10 años de residencia para poder solicitar la ciudadanía, mientras que en un 36% se 

requieren exactamente 5 años. Por otro lado, en 8% de los países no es posible acceder a la 
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ciudadanía basado en la variable de residencia, en 9% se necesita menos de 5 años de 

residencia y en un 7% más de 10 años de residencia. Al referirnos específicamente a la UE, 

en el 44% de los países se necesitan 5 años de residencia, y en un 52% entre 6 y 10 años. En 

un 4% se requieren menos de 5 años de residencia. No existen países que no permitan acceder 

a la ciudadanía a través de la residencia. Con respecto a los países fuera de la UE, en un 34% 

se requieren 5 años de residencia, mientras que en un 38% se requiere entre 6 y 10 años. Por 

otro lado, en el 9% de los países no existe la posibilidad de acceder a la ciudadanía a través 

de la residencia, mientras que en el 8% se requieren más de 10 años y en el 10% menos de 5 

años. 

Al analizar estos datos, es posible visualizar que la tendencia de tiempo necesario 

para solicitar la ciudadanía es entre 5 y 10 años. Al mismo tiempo, todos los países de la 

Unión Europea permiten acceder a la ciudadanía y requieren una cantidad de tiempo definido 

de residencia, mientras que existen países fuera de la Unión Europea que no permiten acceder 

a la ciudadanía y, por ende, no aplica ningún tipo de requisito de residencia. En este sentido, 

es posible visualizar la importancia que posee el requisito de residencia en el acceso a 

ciudadanía en todo el mundo, siendo una característica indispensable en todos los países que 

otorgan ciudadanía. 

Por otro lado, cabe destacar que este no es el único requisito necesario en cada país, 

ya que requisitos como el conocimiento civil, el idioma, el registro criminal, tenencia de 

recursos económicos e incluso condición de renuncia de la ciudadanía anterior también son 

solicitados, sin embargo, estos requisitos no son universales y varían de país en país, siendo 

el requisito de residencia una característica esencial en cada uno de los Estados en los que es 

posible acceder a la ciudadanía. Ahora, cabe destacar que este análisis no aborda la 

ciudadanía ius sanguinis, ya que esta no requiere en todos los casos residencia para la 

obtención de la misma, variando de Estado en Estado. Ahora bien, las diferencias explicitadas 

entre los países pertenecientes a la UE y no pertenecientes a la UE en cuanto a los derechos 

políticos, así como el acceso a ciudadanía de residentes no ciudadanos abren la interrogante 

sobre el funcionamiento y aplicación de la ciudadanía regional de la Unión Europea, por lo 

que su análisis es fundamental. 
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Bajo lo antes mencionado, el Tratado de Maastricht, el cual establece el 

funcionamiento de la ciudadanía de la Unión Europea, dispone que “todo ciudadano de la 

Unión Europea que resida en un Estado miembro del que no sea nacional tendrá derecho a 

ser elector y elegible en las elecciones municipales del Estado miembro en el que resida, en 

las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado” (Tratado de la Unión Europea, 

1992). Como ciudadanos de la Unión Europea, estas personas también poseen el derecho a 

votar y ser elegidos en elecciones del Parlamento Europeo y en las elecciones municipales 

del país de la Unión Europea en el que residen, incluso si no son nacionales de ese país. 

En este sentido, la ciudadanía de la Unión europea si bien no rompe con el concepto 

tradicional ligado a la nacionalidad, si agrega una nueva capa a la misma, otorgando así una 

ciudadanía ampliada que otorga mayores derechos en una región determinada. Según lo 

anterior, esta ciudadanía regional otorga mayores beneficios para los nacionales de otros 

países, como lo son derechos adicionales en términos políticos, incluso a pesar de no ser 

nacionales del país en el que residen. Al mismo tiempo, esta ciudadanía regional se superpone 

a la ciudadanía nacional, por lo que entrega beneficios para aquellos residentes que no son 

ciudadanos nacionales, lo cual amplía la idea de que un individuo que arma su vida dentro 

de un país del cual no es nacional también posea el derecho de incidir en el ámbito político a 

través de la tenencia y el ejercicio de sus derechos electorales. Ahora bien, con respecto a la 

ciudadanía de la Unión Europea esta solo otorga estos derechos electorales en el contexto 

local, no así en el contexto de elecciones nacionales, por lo que su grado de incidencia aun 

es limitado. 

Sin embargo, la ciudadanía regional de la Unión Europea también puede resultar un 

arma de doble filo. En este sentido, este tipo de ciudadanía puede generar una estratificación 

de migrantes, ya que por ejemplo, un individuo el cual su país de origen pertenece a la Unión 

Europea decide migrar a otro país de perteneciente a la Unión Europea, este individuo llega 

a aquel país con ciertos derechos, como la libre circulación, el derecho a trabajar libremente 

e incluso algunos derechos electorales, sin embargo, un individuo que decide migrar a un 

país de la Unión Europea desde un país que no pertenece a esta no goza de los mismos 

derechos, lo cual genera que existan migrantes de primera clase y migrantes de segunda clase. 

Ahora, si bien en el ámbito legislativo tanto los países de la UE como los que no pertenecen 
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a esta poseen directrices en cuanto al acceso a ciudadanía para migrantes, en la práctica del 

proceso esta no suele desarrollarse de la misma forma, por lo que cabe analizar cómo 

funcionan los procesos de solicitud para acceder a la ciudadanía a nivel mundial. 

 

 Figura 1.4 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Con respecto a lo analizado, en los países pertenecientes a la UE, en un 22% de los 

países el proceso de acceso es de carácter de derecho, destacando que estas solicitudes son 

de derecho, lo que quiere decir que, al cumplir con los requisitos pedidos la solicitud el 

requerimiento es aceptado de manera automática. Por otro lado, el 78% de las solicitudes 

pasan por un proceso de concesión de tipo discrecional o, en otras palabras, que a pesar de 

que el solicitante cumpla con los requisitos expresados por la ley, es posible que esta solicitud 

sea rechazada bajo los parámetros del juez a cargo. Por otro lado, en los países fuera de la 

UE existe solo un 7% en los cuales se puede acceder a la ciudadanía a través del proceso de 
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solicitud por derecho, mientras que un 84% es por concesión de manera discrecional. Al 

mismo tiempo, en el 9% de los países esto no aplica, ya que no es posible solicitar ciudadanía 

de ninguna forma. 

Al analizar este punto, cabe destacar la importancia que posee la toma de acción de 

los Estados en cuanto al proceso de adquisición de ciudadanía ya que, si bien tal como 

analizado anteriormente existen diversas variables que los Estados toman en cuenta para que 

un individuo pueda realizar su solicitud de adquisición de ciudadanía, este proceso no es 

automático, ya que la burocracia estatal de cada país posee un protagonismo en este proceso. 

Según lo anterior, existe una clara diferencia tanto en los países dentro de la Unión Europea 

como fuera de ella en cuanto al proceso, donde en la mayoría de los Estados el proceso es de 

carácter discrecional, lo cual significa que a pesar de que un individuo posea todos los 

requisitos pedidos por el Estado en el que reside, aun así, su solicitud puede ser revocada 

según el juez que revise el caso. 

Lo anterior, no solo genera poca claridad en cuanto a la forma en la que se define la 

aprobación o rechazo de la solicitud, sino que puede generar largas esperas en el proceso, así 

como también posibles casos de discriminación de acuerdos a parámetros subjetivos de los 

Estados, lo cual supone una barrera en cuanto al acceso a la calidad de ciudadano por parte 

de los individuos. Al mismo tiempo, el nivel de procesos de solicitud de derecho, los cuales 

son los procesos en los cuales al cumplir con los requisitos señalados se otorga de forma 

automática la ciudadanía es muy bajo, lo que permite visualizar que los procesos 

discrecionales son los que predominan a nivel mundial. 

Bajo todo lo expuesto, los anteriores análisis generan la interrogante en cuanto a cómo 

estos procesos de otorgamiento de la ciudadanía funcionan en la práctica ya que, si bien es 

posible visualizar ciertas tendencias con los datos administrativos y legislativos, la burocracia 

y el funcionamiento de los mismo es lo importante a la hora de analizar un ejercicio activo 

de los derechos políticos y ciudadanos. Según lo anterior, se analizarán también los casos de 

Italia y Chile más en profundidad, el primero ya que es uno de los países pertenecientes a la 

Unión Europea el cual posee un proceso de otorgamiento de ciudadanía de carácter 

discrecional, mientras que Chile es un ejemplo de un país fuera de la Unión Europea que 

tiene un proceso de ciudadanía de carácter de derecho. 
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Caso italiano 

En el caso italiano, en primer lugar, el solicitante debe tener por lo menos 4 años 

residiendo en Italia si es que su país de origen pertenece a la Unión Europea, mientras que si 

el país de origen del solicitante no es de la Unión Europea este tiempo se extiende a 10 años, 

lo cual denota una diferencia significante entre individuos de la Unión y aquellos que no lo 

son. Al mismo tiempo, es necesaria una declaración de presencia que acredite la estancia en 

el país, la cual se hace en la Policía local y se requiere un Códice Fiscale (código fiscal) y 

acreditar una vivienda. Posteriormente, es necesario realizar la solicitud en línea a través del 

Ministerio del Interior, adjuntando los documentos necesarios, como el certificado de 

nacimiento, de matrimonio (si es que el postulante está casado) y el certificado criminal. Al 

mismo tiempo, se requiere un pago de 200 Euros y tener una competencia en el idioma 

italiano (Italia. Parlamento, 1992). 

Ahora bien, un detalle importante en cuanto al proceso es que el mismo se debe 

realizar exclusivamente en la comuna en la cual el postulante reside, por lo que, al mismo 

tiempo, no existe un tiempo definido a nivel nacional para entregar una respuesta, así como 

también pueden existir diferentes requisitos dependiendo de la municipalidad en la cual se 

realiza la tramitación. Ahora bien, según el art. 3 del Decreto Presidencial 362 establece que 

el plazo máximo para dar respuesta al proceso es de 730 días, lo cual son 2 años, lo que 

demuestra que existe una gran cantidad de tiempo en las que el solicitante no tenga respuesta. 

Por otro lado, existen casos donde el proceso dura más de dos años y existen dificultades 

para obtener una respuesta, lo que también delimita un gran problema en el proceso de acceso 

a la ciudadanía (Berti, 2015). 

Caso Chileno 

Al analizar los derechos electorales de los no ciudadanos residentes en Chile, en 

cuanto a la posibilidad de voto, los no ciudadanos pueden votar en todo tipo de elecciones si 

es que estos poseen una residencia legal continua de por lo menos 5 años, lo que lo hace uno 

de los países más progresistas de Latinoamérica en este aspecto. Ahora bien, en el caso de la 

posibilidad de candidatura esta es inexistente en todo tipo de elecciones. Según lo anterior, a 

nivel global Chile está avanzado hacia derechos electorales más inclusivos. En conjunto con 

Paraguay, Uruguay y Perú, Chile es el único país de Latinoamérica que permite el voto en 
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todas las elecciones, lo cual está dispuesto en el Artículo 14 de la actual Constitución (Beca, 

2019). Ahora bien, tanto para el derecho electoral como en la solicitud de residencia, si bien 

en la teoría existen las estipulaciones anteriormente mencionadas, en la práctica pueden 

existir dificultades tanto legales como administrativas que acaban por dificultar la 

regularización en cuanto a la residencia, lo cual se traduce en un problema sistemático a la 

hora de ejercer los derechos de voto y la posibilidad de acceder a la ciudadanía. 

En este sentido, para la adquisición de ciudadanía en Chile es necesario tener por lo 

menos 18 años de edad, tener de forma vigente la Residencia Definitiva y poseer 5 años o 

más de residencia continua, según lo que se determina en el Decreto Supremo N°5.142 

(Chile. Ministerio del Interior, 1960). Al mismo tiempo, es posible acceder a la ciudadanía 

desde los 14 años cuando se tiene una autorización notarial de los padres o tutores legales de 

la persona que busca la ciudadanía. Por otro lado, si el beneficiado es menor de edad y sus 

padres poseen el título de refugiado, solo es necesario obtener la carta de nacionalización 

para adquirir la ciudadanía. También, existen 3 características que permiten que el 

beneficiado solo necesite la residencia definitiva y dos años de residencia continua, los cuales 

son: 

1. Ser cónyuge de chileno por al menos 2 años, siendo este matrimonio inscrito en el 

país. 

2. Ser pariente por sangre hasta segundo grado o por adopción por chilenos 

3. Hijo/a quien su padre o madre hayan perdido la nacionalidad de Chile previo al 

nacimiento del hijo/a. 

Ahora bien, el análisis administrativo en esta sección se enfocará en el proceso de 

adquisición de ciudadanía de extranjeros que hagan su proceso a través de la residencia 

definitiva, sin necesariamente tener un vínculo familiar con algún chileno o chilena. En este 

sentido, para los extranjeros mayores de 18 años se requiere una hoja de identificación de 

pasaporte o un documento nacional del país de origen, un certificado de antecedentes penales 

o judiciales del país de origen y un certificado de viajes emitido por la Política de 

Investigaciones. En el caso de los menores de 18 años, se debe poseer una declaración jurada 

notarial de los dos padres o del tutor legal que está en Chile, autorizando la solicitud, mientras 

que si los padres fallecieron se debe adquirir un certificado de defunción. Por otro lado, 
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también se solicita la acreditación de la actividad laboral, en donde se debe acreditar la 

posesión de las obligaciones tributarias al día a través de la carpeta tributaria. Al mismo 

tiempo, se requiere la acreditación de que el solicitante no posee ningún tipo de deuda, a 

través de un certificado de deuda emitido por la tesorería General de la República (Servicio 

Nacional de Migraciones, s.f). 

Con respecto a lo mencionado, si bien lo anteriormente descrito es el proceso en la teoría, 

en la práctica existen ciertas problemáticas. En primer lugar, al considerar los plazos del 

otorgamiento de la carta de nacionalización, no hay un tiempo definido que se establezca 

tanto en la Ley de Migraciones, así como tampoco en el Decreto N° 5.142 anteriormente 

mencionado, por lo que los plazos deberían mantener los márgenes de la Ley 19.880 (Chile. 

Congreso Nacional, 2003), la cual establece las directrices de los procedimientos 

administrativos, donde en el art. 27 se estipula como plazo una cantidad de 6 meses. Ahora 

bien, esto no ocurre en la práctica, ya que el propio Servicio Nacional de Migraciones expone 

que el promedio de tiempo de demora es de aproximadamente 3 años, señalando que la 

exhaustiva revisión de antecedentes significa una espera más extensa. 

Ahora bien, la problemática antes planteada no solo ocurre dentro del proceso de 

otorgamiento de la ciudadanía, sino también en el proceso de certificación de residencia 

definitiva. En este sentido, no es poco común que existan esperas de más de dos años por una 

respuesta a este trámite por parte del Servicio Nacional de Migraciones (Centro de Derechos 

Humanos, Universidad Diego Portales, 2023). Según lo anterior, para finales del año 2022 

aún existían 305.344 residencias definitivas aún en tramitación, existiendo incluso casi 

10.000 de las mismas hechas en 2019 y más de 75.000 desde el año 2020, lo cual demuestra 

la lentitud de este proceso. Lo anterior es crucial, ya que en primer lugar afecta a la 

integración del solicitante en la sociedad, impidiendo incluso su participación política-

electoral. Al mismo tiempo, este proceso es estrictamente necesario para acceder al trámite 

de otorgamiento de ciudadanía. 

Por otro lado, se han procesado 3.578 denuncias por la falta de respuesta en cuanto a la 

solicitud de residencia (Centro de Derechos Humanos, Universidad Diego Portales, 2023) lo 

cual ha llevado a distintas auditorías que han demostrado que existen demoras en el proceso 

de hasta 900 días. En este sentido, la Contraloría General de la República ha señalado que el 
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Servicio Nacional de Migraciones no ha cumplido con el principio de celeridad establecido 

en el art. 7 de la Ley 19.880 (Chile. Congreso Nacional, 2003), ni tampoco a los principios 

de eficiencia y control estipulados en la Ley 18.575 (Chile. Congreso Nacional, 1991). Lo 

antes mencionado no es una sorpresa, ya que se ha enfatizado tanto en la prensa como en la 

esfera política las problemáticas en esta temática, sin embargo, no se han establecido 

directrices claras que permitan solucionar estas dificultades al día de hoy. 

Según los análisis de casos planteado, es posible visualizar que si bien en materia 

legislativa existen ciertas directrices en cuanto al acceso a la ciudadanía de la población 

migrante, esta no siempre se desarrolla de la forma esperada, incluso existiendo barreras 

burocráticas como la falta de información y la espera indefinida en cuanto a los resultados de 

la misma, lo cual genera que el individuo solicitante no logre gozar a cabalidad con sus 

derechos tanto políticos como ciudadanos por largos periodos de tiempo, lo cual dificulta su 

inclusión e integración a la vida social y política del país en el cual reside. 

 

Conclusiones, limitaciones y proyecciones 

Posteriormente a la recopilación de todos los antecedentes e información para 

enfatizar la discusión sobre la ciudadanía migrante y su incidencia en la participación 

política, es posible dilucidar que una nueva ciudadanía desmarcada de la nacionalidad y 

enfocada a la residencia definitiva puede permitir un ejercicio más efectivo de los derechos 

políticos y la participación política de la población migrante. 

 Ahora bien, esta investigación también permitió visualizar que si bien un enfoque de 

ciudadanía más amplia permite que más individuos que tienen su vida desarrollada en otro 

país puedan ejercer sus derechos políticos de mejor forma, este enfoque no funciona cuando 

no es llevado a la práctica en cuanto a los procesos de otorgamiento de residencia definitiva 

y de ciudadanía. Al mismo tiempo, si bien la ciudadanía regional de la Unión Europea 

demostró una mayor apertura en cuanto al ejercicio de derechos políticos de residentes no 

ciudadanos, este tipo de ciudadanía se superpone a la ciudadanía nacional, pero no la 

reemplaza, por lo que depende de esta última. Sin embargo, la ciudadanía regional de la 

Unión Europea abre la idea de una ciudadanía más amplia basada en la residencia, ya que 
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entrega derechos políticos de voto y candidatura por el solo hecho de que el migrante decida 

residir en aquel país, mientras su país de origen pertenezca a la Unión Europea. 

Asimismo, es posible visualizar que actualmente la cantidad de tiempo de residencia 

necesaria para acceder o postular a la ciudadanía a nivel mundial va en su mayoría entre los 

5 y 10 años, lo cual también representa un gran obstáculo para que un migrante pueda acceder 

a sus derechos políticos prontamente. Al mismo tiempo, se visualizó que un gran porcentaje 

de los actuales procesos de otorgamiento de la ciudadanía son de carácter discrecional, lo 

cual puede generar disparidades y largas esperas para quienes inician el proceso. Por otro 

lado, si bien los acuerdos bilaterales y regionales son una buena herramienta para facilitar 

tanto acceso a derechos políticos como a ciudadanía, estos pueden resultar ser 

discriminadores, creando migrantes de primera y segunda clase, donde unos poseen mayores 

facilidades para acceder a ciertos derechos que el otro grupo. 

En adición a lo anterior, es posible establecer que las dificultades y obstáculos en 

acceder a la ciudadanía no discriminan entre países. En este sentido, tal como visualizado en 

el caso chileno, el cual a pesar de tener un proceso de ciudadanía de derecho y ser uno de los 

países más progresistas del mundo en cuanto a derechos electorales para la población 

migrante, este presenta dificultades tanto legislativas como burocráticas y prácticas, mientras 

que en el caso italiano se presentan dificultades similares teniendo un proceso de adquisición 

de la ciudadanía discrecional. Si bien estos dos casos fueron los utilizados para ejemplificar 

estas situaciones, es indudable que existen tendencias a nivel mundial que siguen este 

comportamiento, sin embargo, un estudio caso a caso permitiría enfocar de mejor forma los 

problemas específicos de cada región y país. 

Por otro lado, una de las grandes limitaciones es la dificultad de medir el impacto de 

cada uno de estos eventos en la participación política migrante ya que, si bien se utilizaron 

los derechos electorales como foco de medición, la participación política abarca muchos más 

elementos, sin embargo, la dificultad de medirlos en conjunto con la poca información que 

los países poseen acerca de esto hace tremendamente dificil hacer un análisis detallado. 

Bajo todo lo expuesto, se espera que esta investigación y lo observado a lo largo del 

mismo permita generar una contribución en cuanto a la idea de una ciudadanía más amplia 

que permita crear mayores facilidades para los migrantes y el ejercicio de sus derechos 
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políticos. Al mismo tiempo, se espera contribuir en generar democracias más justas e 

inclusivas, que permitan que todos los individuos tengan la oportunidad de participar 

activamente en la comunidad y el Estado donde residen y eligieron o se vieron obligados a 

hacer su vida. Finalmente, se espera que esta investigación sea el punto de partida de futuras 

investigaciones que permitan crear leyes que aporten a una ciudadanía más inclusiva dentro 

de nuestro país y en el mundo. 
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